PROYECTO DE DECLARACIÓN
LA  CÁMARA DE DIPUTADOS DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES

DECLARA:
Que vería con agrado que el Poder Ejecutivo de la provincia de Buenos Aires, por intermedio de los canales competentes, implemente las medidas necesarias a fin de eximir del pago del IUS previsional, tasa de justicia establecida por Ley 13.404, Artículo 11, apartado B, categoría 7411 y bono Ley 8.480, a aquellos Abogados  y Abogadas que representen a personas víctimas de violencia familiar a título gratuito, sólo en los casos derivados por ONGs especializadas en la problemática.
FUNDAMENTOS

Es sabido que en la provincia de Buenos Aires las ONGs cumplen un cometido sumamente importante en cuanto a contención, asesoramiento y resolución de los casos de violencia familiar. Estas instituciones son pioneras en abordar la temática la violencia familiar, y en particular la dirigida hacia la mujer, que ha permanecido como una cuestión relegada al ámbito privado hasta hace no mucho tiempo. Recién en los últimos 25 años se lo ha reconocido como problema social, y, paulatinamente, la atención y la preocupación han aumentado hasta tranformarse en tema prioritario a nivel internacional. Dicho reconocimiento emergió a inicio de los años 1970 de la mano de los movimientos defensores de los derechos de la mujer, y en el marco de una serie de reivindicaciones cuestionadoras de la relación entre los géneros y del papel de la mujer como sujeto y actor social.

Las Naciones Unidas incorporan decididamente el tema a su agenda en la década dedicada a la mujer (1975-1985). Es en ese período cuando la violencia familiar y hacia la mujer comienza a transformarse en asunto público. Desde entonces la ONU auspicia diversas reuniones de grupos de expertos sobre violencia contra la mujer, sigue el tema a través de su Comisión sobre la Condición de la Mujer, el Consejo Económico y Social, la Oficina de Estadísticas de las Naciones Unidas y el Comité de Prevención y Control del Delitos (Heise, 1994). Aunque no sin resistencias, desde entonces, la cuestión de la violencia familiar comenzó a ser incluída en los planes y programas de los gobiernos nacionales casi conjuntamente con la creación de áreas gubernamentales dedicadas a los asuntos de mujer y género. 

En la región de las Américas, uno de los logros más importantes fue la llamada «Convención de Belém do Pará» ​ Convención Interamericana Para la Prevención, Erradicación y Sanción a la Violencia en Contra de las Mujeres ​, sancionada en 1994 por la OEA y suscripta por todos los gobiernos de la región. 

En Argentina fue el movimiento de mujeres, que se relanzó con el advenimiento de la democracia en 1983, el que instaló el tema en el país, y fueron las organizaciones no gubernamentales (ONGs) quienes crearon los primeros servicios de atención para mujeres víctimas de violencia. En lo que respecta al sector oficial, aunque el tema presentó las resistencias que suelen acarrear la mayoría de las reivindicaciones de género (por cuestionar los modelos tradicionales de la familia, por los estereotipos imperantes en funcionarios, magistrados y profesionales, etc.) y los problemas sociales en general tuvo, mejor acogida que otros, como los de salud reproductiva: planificación familiar, aborto etc. en los que hasta los organismos de mujer no tomaron partido o se mostraron refractarios a su tratamiento. 

Según un informe de UNICEF del año 2000, “en Argentina el 82% de las violaciones a menores es responsabilidad de familiares muy cercanos como padres, abuelos, tíos o hermanos. El 30% de las mujeres víctimas de homicidio son asesinadas por sus parejas.

Si bien existe una ley nacional  y otra provincial de violencia familiar, los escasos recursos que se asignan a tan grave problema se agotan en la atención de las urgencias. Sería importante la creación de juzgados especializados en el tratamiento de la violencia familiar - siguiendo el ejemplo de España - así como la existencia de equipos interdisciplinarios en comisarías para la atención de las víctimas. La escasez de hogares refugios para las mujeres golpeadas impide su eficaz protección”.

 Hasta aquí hemos marcado los problemas que esperan solución, esto sin dejar de reconocer queen los últimos dos años la atención que presta el Gobierno Nacional y Provincial ha pegado un giro cualitativo. No obstante,  debemos destacar que son las ONGs las que llevan adelante la parte más dura de la tarea de refugiar, contener y  asesorar a las víctimas. Estas instituciones hacen frente como pueden al problema de la violencia familiar y de género, y muchas veces se ven limitadas en su accionar por la falta de recursos: el tema de patrocinar a las víctimas es un problema ya que, a pesar que realizan esta tarea en forma totalmente gratuita, deben pagar las tasas e impuestos establecidos para el ejercicio de la profesión de abogado, situación que muchas veces complica su accionar, debido a que otro de los problemas de las ONGs es el acceso a los recursos monetarios  necesarios. Este proyecto se orienta en dar algún tipo de solución a la problemática institucional, al mismo tiempo que garantiza, por vía indirecta, el acceso de muchas ciudadanas al pleno ejercicio de sus derechos y asegura  su acceso a la justicia.

Por los motivos expuestos es que solicito a las Señoras y Señores legisladores que acompañen con su voto la presente iniciativa, seguros en orientar nuestro trabajo a fin de garantizar que cada uno de los ciudadanos de nuestra provincia puedan ejercer su ciudadanía colaborando a que vivan una vida que merezca ser vivida a través de una tarea legislativa que se perfile en ese sentido.

